La Ley de costas y el patrimonio monumental by Novoa, Manuel
La Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, y el Reglamen-
to General aprobado por el Real Decreto 147/1989 consti-
tuyen el marco jurídico esencial para realizar las funcio-
nes de gestión y tutela de los bienes calificados como
dominio público marítimo-terrestre. La delimitación física
de este dominio público, que lo es por naturaleza, se rea-
liza mediante un acto administrativo que se denomina
deslinde. Los bienes de dominio público se materializan
sobre un soporte físico, de tierra o mar, sobre el que pue-
de estar situado un bien patrimonial sea mueble, tales
como pecios sumergidos, o inmuebles, como son algunas
construcciones en la    costa.
Definido el deslinde, que se representa sobre los pla-
nos como una línea poligonal sensiblemente paralela a la
costa, queda delimitada una superficie, entre aquella y el
mar, cuyo ámbito físico es de uso público y que incluye
las playas, dunas, marismas. Desde la orilla del mar o
desde una definida base recta, se extiende el mar territo-
rial en una franja de 12 millas de anchura. En este ámbito
de tierra y mar, la Ley de Costas garantiza el uso público
de este bien por todos los ciudadanos. Como excepción,
el uso privativo de una porción de este bien público se
puede realizar a través de la preceptiva autorización o
concesión temporal. Para garantizar el buen uso público
de este dominio se determinan unas franjas paralelas a la
línea del deslinde, o ribera del mar, sobre las que recaen
unas servidumbres de protección del dominio público,
antiguamente denominadas de salvamento marítimo, con
una anchura variable de 20 o 100 m, dependiendo de la
clasificación urbanística de los terrenos, y sobre las que
recaen limitaciones a la edificación.
Sobre el ámbito físico, tanto terrestre como marítimo,
la Ley de Costas gestiona y tutela el dominio público. Es-
ta no es la única ley sino que, sobre el mismo soporte fí-
sico, se encuentran otras leyes concurrentes pero con
otro ámbito competencial. Relacionadas con el patrimo-
nio se encuentran leyes estatales, como legislación urba-
nística y la Ley de Patrimonio Histórico Español, y de las
comunidades autónomas, sobre los mismos contenidos.
La Ley 16/1985 de Patrimonio Histórico Español o las
leyes autonómicas sobre el patrimonio califican los bienes
de interés cultural, tanto muebles como inmuebles, y del
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mite del dominio pú-
blico.
patrimonio arqueológico, et-
nográfico o documental. La
ley califica de monumentos
aquellos bienes inmuebles
que constituyen relaciones
arquitectónicas o de inge-
niería, u obras de escultura
colosal siempre que tengan
interés histórico, artístico,
científico o social. Estas ca-
racterísticas, individualmen-
te o en conjunto, sirven para
valorar un monumento. Los
criterios de valoración tam-
bién los podíamos clasificar, de un modo mas habitual, en
históricos, científicos, estéticos, simbólicos, de uso. El pro-
ceso de calificación como bien cultural de un monumento
es preciso realizarlo de un modo expreso, a través del ór-
gano competente de la comunidad autónoma o estatal
que señala la ley y, al final del proceso, se inscribe en el
Registro General del Patrimonio Cultural.
El patrimonio marítimo se suele definir como «la he-
rencia cultural de la historia en la relación de los hom-
bres y las sociedades con el mar». Este se compone del
patrimonio arqueológico, marítimo flotante, inmobiliario,
industrial y etnográfico. En el ámbito de la Ley de Costas
tiene relación muy directa con el patrimonio arqueológi-
co subacuático y el inmobiliario, pues quedan excluidos
del ámbito costero los puertos de interés general, que
tienen una legislación específica que es la Ley de Puertos
y Marina Mercante del año 1992.
Centrándonos en la Ley de Costas, tiene como objeto
principal la protección del dominio público en si, es decir,
referido al soporte físico que constituyen las franjas de
tierra y mar definidas anteriormente. No se trata de una
ley que centre su atención en el patrimonio monumental,
que se pueda localizar sobre el dominio público, pero sus
alusiones, aunque escasas y genéricas, son de gran utili-
dad para la protección del mismo. Podemos resumir las
referencias al patrimonio:
Artículo 2-C. Menciona el patrimonio histórico.
Artículos 4-10/11. Hacen referencia a los faros y puertos.
Disposición final primera.
Hace referencia al patrimo-
nio arqueológico español.
Disposición transitoria 9.3
del Reglamento. Alude al
conjunto histórico u otro ré-
gimen análogo de especial
protección.
Transitoria 12. Alude a las
declaraciones de Interés Pú-
blico.
La Ley de Costas, por tan-
to, reconoce la necesidad de
protección del patrimonio histórico, y al ser la Adminis-
tración del Estado titular del dominio público marítimo
terrestre, debe apoyarlo y favorecerlo. No obstante, so-
bre el patrimonio que coincide sobre el dominio público,
no dispone de competencia para tramitar la declaración,
que la debe que realizar el órgano patrimonial que, a su
vez, se responsabiliza de su gestión.
Aunque resulte anecdótico es preciso recordar que
durante la tramitación y aprobación de la Ley de Costas
en el año 1988 se tenia conocimiento de la Ley Litoral
aprobada recientemente en Francia en el año 1986 y con
ánimo conservacionista. Consecuencia del incremento de
la sensibilidad medioambiental, su contenido fue un au-
téntico instrumento de protección del dominio público y
de todo el contenido natural o patrimonial que sobre el
se encuentre. Otro aspecto que resultó muy positivo fue
motivado porque en la Ley del Patrimonio Histórico Es-
pañol de 1985 se omitió la referencia a la arqueología
submarina como parte del patrimonio. Esta omisión se
intentó paliar con la alusión en la disposición final prime-
ra de la Ley de Costas en la que hace referencia al patri-
monio arqueológico español que, por supuesto, se en-
cuentra sobre el dominio público.
Un conjunto de bienes muebles patrimoniales lo cons-
tituyen los pecios, que se encuentran sumergidos y que
constituyen fuentes arqueológicas de singular interés. El
sistema de navegación en la antigüedad, básicamente
costera, ocasionaba que en los escasos puertos y nume-
rosos fondeaderos se locali-
cen restos arqueológicos ta-
les como cepos de anclas,
cerámica y otros objetos me-
nores. La Ley de Puertos, en
un ámbito donde suelen coin-
cidir fondeaderos antiguos,
señala que es preceptivo la
investigación arqueológica
del fondo marino antes de
abordar cualquier ampliación.
En el ámbito costero, si bien
no es tan directa la localiza-
ción de las zonas de estudio,
sí que, ocasionalmente, se
descubren pecios a grandes
profundidades cuya localiza-
ción en la gran superficie del
mar es imprevisible a priori y
tienen el interés de que cor-
responderían a un naufragio
y, por tanto, podrían conte-
ner la totalidad del material
sólido transportado. Una acti-
vidad que se realiza en deter-
minadas zonas es el dragado
de bancos de arena con el ob-
jeto de regenerar playas. Du-
rante el estudio de la zona y
en el estudio de evaluación de impacto ambiental se debe
analizar la posible existencia de restos arqueológicos y
excluir de dragar en aquellas zonas con evidentes vesti-
gios, antes de una prospección arqueológica adecuada. La
precaución deberá ser norma, durante el proceso de dra-
gado, ante cualquier imprevisto arqueológico detectado.
El patrimonio inmueble es mas frecuente al tratarse
de bienes de dominio público, estructuras, o edificios
construidos sobre el mismo. Como aplicación práctica de
la Ley de Costas, en actuaciones sobre el patrimonio ma-
rítimo comentaremos algunas referencias sobre las es-
tructuras mas frecuentes que se encuentran y, en con-
creto, sobre la torre de Hércules en la Coruña, el molino
de A Seca en Cambados, las
murallas de Cádiz y el muelle
grecorromano de Empúries.
TORRE DE HÉRCULES EN
LA CORUÑA
La torre de Hércules es el
único faro romano que conti-
nua en funcionamiento. Su al-
tura es considerable, pues al-
canza los 35 metros.
Todos los faros y señales
marítimas, independiente-
mente de su localización,
constituyen bienes de domi-
nio público en virtud de lo dis-
puesto en el articulo 4.10 de la
Ley de Costas, que indica que
pertenecen al dominio público
marítimo-terrestre estatal
«las obras e instalaciones de
iluminación de costas y señali-
zación marítima construidos
por el Estado, cualquiera que
sea su localización, así como
los terrenos afectados al ser-
vicio de los mismos».
En el año 1791 se revistió el
antiguo faro romano con si-
llares de granito, y durante las décadas pasadas los ar-
queólogos alemanes Hutter y Theodor Hauschild realiza-
ron hipótesis sobre su posible restauración. Es un bien
de interés cultural declarado el 3 de junio de 1931, y se
encargó su gestión a la Comunidad Autónoma de Gali-
cia, aunque el faro cumple la función de señalización
marítima y, como dominio público, depende en la actua-
lidad de la Autoridad Portuaria como un bien patrimo-
nial adscrito.
Durante los años 1992 y 1993, la Dirección General de
Costas procedió a realizar labores de reparación del faro
y de su entorno, bajo la supervisión de la Dirección Gene-
ral de Patrimonio de la Xunta de Galicia. Se materializó
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Arriba, molino de A
Seca en Cambados
(Pontevedra). Abajo,
molino de mareas en
Muros (A Coruña).
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una inversión de 264 millones de pesetas en un trabajo
que debe considerarse modélico de colaboración entre
administraciones.
MOLINO DE MAREAS DE A SECA (EN CAMBADOS)
El molino de A Seca, situado en la ría de Arousa, en Cam-
bados, provincia de Pontevedra, es uno de los diversos
molinos que se encuentran en la vertiente atlántica y que
funcionan aprovechando la amplia carrera de mareas. La
periodicidad de las mareas, que cambian cada seis horas,
se utiliza, con ingenio, controlando el desnivel que se
crea artificialmente para accionar las ruedas de los moli-
nos que, de este modo, intermitentemente, se hacen fun-
cionar a falta de desniveles de
agua naturales.
Este molino fue construido en
1922 y funcionó hasta 1975. Está in-
ventariado como arqueología artísti-
ca de Galicia e incluido en el Catálo-
go de Patrimonio Arquitectónico del
Colegio de Arquitectos de Galicia,
que, a su vez, en 1980, solicitó ante
la Dirección General del Patrimonio
Artístico de la Xunta la declaración
del molino como monumento.
Con independencia del edificio y
su entorno pintoresco, la zona in-
terior donde entra el agua ha sido
motivo de recursos por la confron-
tación de la titularidad del terreno que invade el mar. Los
pleitos llegaron hasta la sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de la Audiencia Nacional. Representa el típico
conflicto legal sobre el titular de los terrenos invadidos
por el mar que, por ley, están incluidos dentro del domi-
nio publico.
Existen mas de media docena de estos molinos en Gali-
cia y varios en el Cantábrico; no cabe duda que constitu-
yen una parte del patrimonio marítimo muy característica.
DEFENSA DE LAS MURALLAS DE CÁDIZ
Las murallas de Cádiz, que rodean la ciudad en contacto
con el mar, es el caso típico de la superposición de com-
petencias patrimoniales y de gestión del dominio publico
marítimo-terrestre.
Durante el año 1976, un fuerte temporal destruye un
tramo de las murallas de Cádiz en las proximidades del
cuartel de San Roque. El Ayuntamiento requiere a la Di-
rección General de Costas para que las repare y, en res-
puesta, ésta autoriza al Ayuntamiento para que las lleve
a cabo a su costa. La Dirección General de Costas había
eludido la actuación, pues, si bien el soporte físico era
dominio publico marítimo terrestre, las murallas estaban
declaradas bien patrimonial, pues formaban parte de un
conjunto histórico artístico. El Ayuntamiento recurre a la
vía Contencioso-Administrativa y el Tribunal Supremo,
en sentencia del 22 de octubre de
1982, determina que en la zona
marítimo-terrestre las obras de
protección contra el mar es obliga-
ción de la Administración del Esta-
do: «La gestión y tutela del domi-
nio público estatal, que comporta
también las obras de conservación
que eviten daños a otras depen-
dencias demaniales, de titularidad
distinta». La sentencia resolvió que
por el hecho de estar localizada la
muralla en el dominio publico, la
facultad de gestión y tutela es de
la Administración del Estado. El he-
cho de que fuese declarada la mu-
ralla como patrimonio no impide la obligación de la Admi-
nistración de realizar las obras necesarias que
constribuyan a la defensa de ese bien patrimonial.
Durante el año 1981 se realizó un proyecto para defen-
der las murallas frente al mar. Posteriores averías deter-
minaron otras actuaciones, localizadas en diversas zonas
de las murallas frente al mar. El último proyecto ejecuta-
do fue en el año 1992.
MUELLE GRECORROMANO DE EMPÚRIES
El conjunto de las ruinas de Empúries fue declarado
monumento histórico artístico por decreto de 3 de junio
de 1931. Después de la Ley del Patrimonio de 1985, su
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Hito o mojón señali-
zando el límite del
dominio público en
la playa de la Fosca
(Palamós).
denominación pasa a ser
bien de interés cultural. En el
año 1990 se recoge el con-
junto en el Catálogo de Mo-
numentos y Conjuntos Histó-
ricos de Cataluña, y después
de publicarse, en 1993, la
Llei de patrimoni cultural de
Catalunya da lugar a que se
traspasen, en el año 1995,
las competencias sobre este
entorno de la Diputación de
Barcelona a la Generalitat de
Catalunya. Dentro del con-
junto se encuentra el muelle
grecorromano.
En el articulo 4-II de la Ley
de Costas se incluye, como
dominio público marítimo-
terrestre estatal, «Los puer-
tos o instalaciones portuarias
de titularidad estatal, que se
regularan por su legislación
específica». Es evidente que
esta instalación histórica no
ejerce las funciones portua-
rias, por lo que, sobre la mis-
ma, al estar situada dentro
del dominio público maríti-
mo-terrestre, se le aplica la legislación de costas.
Durante los años 1991-92, y con motivo de la llegada
de la llama de los Juegos Olímpicos del 1992 a Empú-
ries, la Dirección General de Costas ejecutó diversos
proyectos en el frente marítimo de las ruinas, con el
asesoramiento arqueológico de la Diputación de Barce-
lona que, entonces, todavía administraba el conjunto
histórico.
La superposición en el mismo espacio del dominio
público marítimo-terrestre, de titularidad estatal, con
un bien de interés cultural, no ha creado conflictos en
esta ocasión al realizarse las actuaciones en consenso
y un claro ánimo de colaboración.
Los restos del muelle, de
86 metros de longitud, fue-
ron motivo en el año 1992 de
una propuesta de restaura-
ción, con proyecto de la Di-
rección General de Costas. El
inminente traspaso de com-
petencias a la Generalitat de
Catalunya paralizó esta ac-
tuación concreta, aunque sí
se realizaron, como se ha co-
mentado, distintas actuacio-
nes entre Sant Martí d’Em-
púries y las ruinas de la
ciudad griega o Neàpolis.
RESUMEN
Se ha pretendido realizar una
breve síntesis de relaciones
entre la Ley de Costas y el
Patrimonio Marítimo. De la
exposición de circunstancias
y ejemplos de actuación que-
da claramente diferenciada la
titularidad del dominio públi-
co marítimo-terrestre atribui-
do por la Ley de Costas a la
Administración Estatal, y la
gestión del patrimonio, atribuida por la Ley de 1985 al ór-
gano patrimonial.
El interés en la conservación es único, como lo eviden-




La legislación básica utilizada es
la siguiente:
Ley 22/1988, de 28 de julio
de Costas.
Real Decreto 1471/1989, de 1
de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento General
para el desarrollo y ejecución de
la Ley de Costas.
Ley 16/1985, de 25 de junio,
de Patrimonio Histórico Espa-
ñol.
Ley 1022/1964, del Patrimo-
nio del Estado.
Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del
mar, hecho en Montego Bay el
10 de diciembre de 1982 y Ratifi-
cado el 20 de diciembre de
1996.
Real Decreto Legislativo
1/1992, de 26 de junio, por el
que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley sobre el Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana.
